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			Nota de los editores

			Para quienes estudiamos gestión cultural en Argentina, el nombre de Rubens Bayardo ha sido una referencia ineludible. Pionero en la producción de trabajos e investigaciones para abordar las dimensiones económicas de la producción cultural, su constancia y perseverancia lo han llevado a construir conocimiento sobre la economía de la cultura y las políticas culturales. Pero también, y más importante aún debido al poco desarrollo de trabajos sobre esta temática, sobre la profesionalización de la gestión cultural desde una perspectiva latinoamericana.

			Debido a su adscripción académica, como profesor de universidades de diversos países y en su rol de director del programa de Antropología de la Cultura de la Facultad de Filosofía y Letras de la UBA y de la Especialización en Gestión Cultural y Políticas Culturales de la Universidad Nacional de San Martín, parte de su prolífica producción se encuentra publicada en un gran número de revistas científicas, muchas de ellas de otros países iberoamericanos. Si bien parte de estos trabajos está disponible en repositorios académicos en línea, muchos de ellos no han sido digitalizados.

			Para la selección de los textos que integran esta compilación hemos trabajado en torno a los tres ejes que dan título al libro, considerado un período de producción de 20 años, de 2002 a 2022. La propuesta de organización cronológica buscó también que los trabajos seleccionados pudieran mostrar un trayecto en la producción del autor, que si bien desde el inicio fue abarcativa de los tres campos referidos, se ha ido concentrando cada vez más en torno a las políticas culturales y a la profesionalización de la gestión cultural –casi como espacio de operacionalización de esas políticas–. En algunos pocos casos encontrarán la repetición de algunas definiciones o citas en los artículos, pero al ser textos independientes nos pareció oportuno sostener su redacción original.

			Para respetar esta propuesta editorial hemos dejado fuera del libro impreso muchos artículos importantes, que además por cuestión de espacio hubieran tornado más difícil su producción. Por este motivo hemos decidido incluir un anexo digital de textos complementarios, que en esta edición electrónica ya se encuentra integrado al texto.. El mismo incluye algunos de los primeros textos de Rubens sobre las formas de organización del trabajo en el teatro independiente, publicados en 1990, pero también otros textos interesantes en torno al financiamiento privado de la cultura y a casos particulares como la gestión del patrimonio o de las bibliotecas populares.

			Para nuestra editorial es un orgullo y un enorme placer poder publicar este libro del maestro Rubens Bayardo. Esperamos que su lectura sea tan gratificante para ustedes como fue para nosotros haberlo editado.

		

	
		
			Políticas culturales: derroteros y perspectivas contemporáneas1

			Las políticas culturales

			Entendidas en un sentido estricto las políticas culturales son un campo de problemas construido internacionalmente en la segunda mitad del siglo XX, con el fin de las guerras mundiales y la conformación del Sistema de las Naciones Unidas. Es entonces cuando se extiende la creación de instituciones públicas para administrar el sector y se realizan conferencias intergubernamentales que definen conceptos básicos y agendas comunes de los Estados. Los sustentos conceptuales de las políticas culturales se hallan en el reconocimiento de los derechos culturales como parte de los derechos humanos, sancionados en 1948 primero por la Organización de Estados Americanos y luego por la Organización de las Naciones Unidas, con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y con la Declaración Universal de los Derechos Humanos, respectivamente. Estos derechos culturales aparecen reafirmados en 1966 en el Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos, y en el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Harvey, 1990). Sin entrar en mayores detalles puede decirse que el contenido principal de estos derechos culturales reconocidos a todo ser humano, refiere a participar libremente en la vida cultural de la comunidad, disfrutando de las artes y del progreso científico-técnico, y a gozar de los beneficios morales y materiales derivados de las creaciones científicas, artísticas e intelectuales de que fuera autor. Dado que los derechos culturales son “programáticos”, de implantación progresiva acorde a las posibilidades de cada Estado, se entiende que las políticas culturales refieren, en buena medida, a las disposiciones tendientes a consumar la normativa antes que a las realidades efectivas, muchas veces rezagadas con respecto a estos parámetros.

			El surgimiento de archivos, bibliotecas, academias, museos, teatros, galerías, data en muchos casos de varios siglos atrás, pero la existencia de reparticiones que agrupen estas distintas instituciones culturales en un mismo sector de la administración pública, en un conjunto de direcciones o bajo una autoridad única, es algo que cristaliza promediando el pasado siglo. Ha sido usual distinguir entre el modelo liberal anglosajón inspirado por el Arts Council británico (1946), en el que la intervención del Estado es limitada y se orienta a la asignación de fondos a instituciones entendidas en dominios especializados, que a su vez los derivan al medio cultural; y el modelo centralista europeo, inspirado en el Ministerio de Cultura francés (1959), donde el Estado interviene activamente en el diseño, financiamiento e implementación de políticas culturales, estableciendo prioridades, planes y programas de acción (Harvey, 1980). En la práctica existen otras figuras, como en Alemania la administración en Estados locales (länder) sin centralización, hasta hace poco tiempo atrás, o como en Argentina un esquema de coexistencia entre una Subsecretaría de Cultura (1948) y un Fondo Nacional de las Artes (1958). Pero lo que importa destacar es que los Estados, con diversas modalidades y concepciones, han asumido la responsabilidad de orientar con políticas culturales sus intervenciones en el territorio nacional y en las acciones internacionales, dotándose de estructuras administrativas, normativas y financieras específicas.

			En la década del 70, luego de la Conferencia Intergubernamental sobre Aspectos Institucionales, Administrativos y Financieros de las Políticas Culturales de Venecia (1970), se sucedieron una serie de conferencias intergubernamentales sobre políticas culturales a niveles regionales: en Europa (Helsinki 1972), Asia (Yogyakarta 1973), África (Accra ١٩٧٥), y América Latina y el Caribe (Bogotá 1978). La realización en 1982 de Mondiacult, la Conferencia Mundial sobre Políticas Culturales, en México, puede entenderse como una culminación parcial de este proceso2. Las conferencias mencionadas fueron haciendo reelaboraciones a la noción de cultura que tendieron hacia su ampliación progresiva, desligándola de su restricción a bellas artes y letras; así como realizaron aportes regionales a la conceptualización de los vínculos entre desarrollo y cultura, afirmando vías ascendentes desde perspectivas endógenas y autocentradas. También las conferencias plantearon la importancia de entender el patrimonio, su defensa y preservación con relación a la conformación de distintas identidades culturales y el respeto de estas, abriendo la puerta para visibilizar la pluralidad y la diversidad de las culturas. Asimismo incluyeron, junto al derecho de los individuos y el derecho de las naciones, el reconocimiento del derecho de las comunidades no necesariamente definidas en torno a la nación, entidad articulante entonces central y escasamente discutida.

			En un significativo balance de la cuestión en Latinoamérica en los años 80, Néstor García Canclini plantea que las políticas culturales son un “conjunto de intervenciones realizadas por el Estado, las instituciones civiles y los grupos comunitarios organizados a fin de orientar el desarrollo simbólico, satisfacer las necesidades culturales de la población, y obtener consenso para un tipo de orden o de transformación social” (1987, p. 26). En tal sentido entiende que las políticas culturales constituyen la unidad simbólica de una nación, las distinciones, divisiones y vinculaciones en su interior, así como con respecto a otras naciones. Las representaciones del mundo y de lo social ofrecidas por las políticas culturales median los modos de ver a los otros y de verse a sí mismos de los diversos grupos humanos, así como las capacidades de interactuar y de tomar decisiones acerca de su presente y futuro.

			Cabe destacar ahí una noción de cultura referida a procesos de producción, utilización y transformación de los sistemas simbólicos no solo como representaciones (modelos de la realidad social), sino también como orientaciones para la acción (modelos para el comportamiento social) (Durham, 1984). Lejos de la anterior remisión a una espiritualidad desgajada, esta es una perspectiva de lo simbólico indisolublemente ligada a lo material, que cobra un nuevo relieve en la actualidad, cuando la cultura es asumida como un recurso del que se esperan beneficios en aspectos representacionales y económicos, identificables y monetarizables. Si de alguna manera el enfoque de lo simbólico llama la atención sobre los fines sociales y sobre la cultura como acción comunicativa en la que estos fines se dirimen, el tiempo presente parece más preocupado por los medios y por la cultura como acción instrumental para alcanzar fines predeterminados e indiscutidos, cuestión sobre la que volveremos más adelante.

			De la noción arriba mencionada pueden hacerse varias consideraciones que contribuyen a precisar el campo de las políticas culturales. Entenderlas como un “conjunto de intervenciones” implica agrupar conforme a criterios o principios que involucran valores y jerarquías, acciones diferentes o en diversos dominios. Podría decirse que siempre ha habido acciones culturales (como la del mecenas que sostenía a un compositor de música, o la del noble que ofrecía un concierto en su residencia) pero concebirlas en torno a uno o más sentidos previamente debatidos, definiendo orientaciones, metas y objetivos, según diagnósticos previos de necesidades y de situaciones sobre las que se quiere incidir, es algo muy distinto y, como dijimos, relativamente reciente. Si las políticas culturales siempre involucran acciones, estas últimas no siempre implican la existencia de políticas que las sustenten. Las acciones culturales pueden ser episódicas, desconectadas, proyectadas a lo inmediato. En esta perspectiva las políticas culturales son reflexivas, planifican y coordinan acciones en función de metas de mediano y largo alcance, con criterios para monitorear y evaluar procesos e impactos, adecuando sus cursos acorde a los resultados y a los cambios contextuales.

			Como puede verse en la definición citada, los agentes de las políticas culturales están planteados con amplitud, pudiendo tratarse del Estado, las instituciones civiles, los grupos comunitarios. Tanto en el marco organizativo como en el marco normativo del sector, resulta contrastante el orden de magnitud y de capacidad de intervención por parte del Estado con relación a los otros agentes. Por otra parte, históricamente, en América Latina, los Estados han asumido funciones que en otras partes discurrieron con vigor por la iniciativa privada y comunitaria, como ha ocurrido con el sostén de los cultos religiosos, la educación, los sistemas de salud y la acción cultural en los Estados Unidos de Norteamérica. En los países latinoamericanos, aun cuando podamos reconocer el lugar relevante que tuvieron desde fines del siglo XIX bibliotecas populares, cooperadoras escolares, sociedades pro fomento barrial, etc., la afirmación de la sociedad civil y su papel en vida social son relativamente recientes y con frecuencia apadrinados por el Estado. Por otra parte, muchas entidades que nacieron como emprendimientos privados y/o comerciales, como universidades y teatros, fueron rápidamente transferidas a la órbita del Estado, que usualmente se convirtió en el principal jugador en el campo de la cultura. De aquí que convenga pensar a las políticas culturales con relación al Estado, sin perder de vista las interacciones con empresas y asociaciones no lucrativas, que han existido usualmente y que hoy son objeto de particular atención y desarrollo.

			Aun cuando los diversos agentes arriba señalados intervienen cada vez más, el consenso para el orden o la transformación social, la unidad simbólica de la nación, sus vinculaciones con otras, son cuestiones atinentes especialmente a los Estados. Inclusive cuando se piensa en “orientar el desarrollo simbólico, satisfacer las necesidades culturales de la población”, es difícil imaginar que estas metas puedan ser asumidas como objetivos generales por otras instancias. Las “necesidades culturales” resultan de difícil definición, aun de más difícil consenso, frecuentemente no alcanzan a expresarse en demandas claras (Domínguez, 1996), e involucran la formación y el desarrollo de creadores y de públicos a través de medidas para orientar el desarrollo simbólico. El mercado y los actores comunitarios proveen de bienes y servicios culturales que satisfacen parte de estas necesidades y de esta orientación, acorde a su interés circunstancial y a sus fines particulares, no en función de intereses generales. A la vez usualmente obran con relación a las intervenciones del Estado, sus infraestructuras, sus medios de financiamiento, sus regulaciones y sus arbitrajes de los conflictos, sea por acción o por omisión. De aquí que en ocasiones se demande al Estado que compre libros para favorecer a las editoriales nacionales, o que no desenvuelva prácticas comerciales en la radiodifusión oficial para no alterar la competencia empresaria. Más allá de situaciones coyunturales, estas son cuestiones que trascienden el momento para desplegarse en un tiempo largo, mayor que la duración y las metas de un gobierno de turno, involucrando perspectivas y políticas de Estado. Esto no quita que las nuevas perspectivas sobre lo público ya no lo identifican con lo estatal sino con su accionar conjuntamente con empresas y organizaciones que refieren a consensos y debates de toda una sociedad (Rubim, 2006).

			Las tres generaciones de políticas culturales

			Como señala el informe “Nuestra diversidad creativa” (Unesco, 1996), las primeras políticas culturales comenzaron planteándose en la sintonía de “edificar la nación”, desde la concepción de una unidad territorial y cultural relativamente homogénea. En este sentido las intervenciones en las artes, las letras y el patrimonio, con las que preponderantemente se identificaba a la cultura, han tendido a conformar un cuerpo consagrado y cerrado de expresión legítima y auténtica de lo nacional, supuestamente compartido por la totalidad social dentro de un territorio dado. Más aún ese cuerpo, esa cultura común, se ha considerado como preexistente a la nación y como la base y la argamasa a partir de la cual lo nacional cobraba sentido. Por su parte, los derechos culturales, cuando se formularon asegurando a todo individuo “participar libremente en la vida cultural de la comunidad”, lo hicieron con referencia a la nación, la única comunidad entonces “imaginada” (Anderson, 1983) legítimamente. No avanzaron para especificar la alusión a una comunidad determinada distinta de la nacional, ni para referir a una pluralidad de comunidades sub o supranacionales3. Las expresiones indígenas y populares frecuentemente han sido víctimas del avance de la alta cultura y del patrimonio de las élites hegemonizadoras de la nación. Su aceptación ha sido posible exorcizando los conflictos que planteaban la vía de asimilarlas a la tradición nacional, o merced a procesos de folklorización que acentuaron su color local y su carácter extraño. Puede decirse que la ampliación del acceso al disfrute de las artes, como modo de hacer llegar a todo el territorio y a toda la población los bienes y servicios culturales legitimados, expresa en los términos positivos del paradigma de la democratización cultural lo que desde otra perspectiva puede verse como una imposición, unificación y uniformización de un canon nacional.

			Algunos autores han sostenido que una segunda generación de las políticas culturales refiere a la expansión conceptual y pragmática de la cultura hacia los dominios de las industrias culturales y los medios de comunicación (Fabrizio, 1981). La reproductibilidad técnica y la transmisión escrita y audiovisual constituyen sin duda un potencial de ampliación del acceso y la participación en la vida cultural, nada desdeñable en tanto constituyen el entramado de la vida cotidiana y su principio ordenador más relevante. Pero las industrias y los medios no conllevan por sí mismos una democratización de la cultura, sino que esto depende de procesos sociales más complejos. No casualmente, a la luz de las experiencias totalitarias en Europa, las teorizaciones de Horkheimer y Adorno (1987) alertaban sobre la estetización de la vida, la banalización de la cultura, la domesticación de las conciencias y el autoritarismo. Aun sin regímenes oprimentes, este tipo de presión ha ido creciendo con la concentración de las industrias y los medios, las asociaciones y fusiones corporativas, y la más reciente conformación de un sector audiovisual enlazado a capitales financieros transnacionales. Con este panorama ha sido difícil que la ampliación de la cultura a las industrias culturales y los medios de comunicación trascendiera de la discursiva a la práctica en espacios nacionales, los que en muchos casos constituyen trabas para el funcionamiento de empresas que operan en mercados más amplios. De hecho las reparticiones públicas de estos dominios en áreas de cultura, si no son inexistentes son muy recientes. Pero usualmente las industrias culturales son espacios de la órbita de ministerios de producción y empleo, mientras que los medios se hallan en la esfera de ministerios de comunicación, rara vez de cultura.

			La existencia de esas reparticiones y de cuerpos normativos específicos no significa que los Estados nacionales posean o ejerzan capacidades regulatorias efectivas sobre industrias y medios que atraviesan sus fronteras, que integran capitales que se autovalorizan exponencialmente y que conforman entramados capaces de enaltecer o defenestrar gobiernos4 y obtener prerrogativas. De aquí que el potencial de estos dominios, aun cuando se los conciba como parte de la cultura, reiteradamente escapa a las políticas culturales y a los paradigmas de democratización cultural o de democracia cultural. No obstante, también resulta claro que la teoría crítica concentrada en la manipulación, cayó en la falacia internalista de identificar las gramáticas de producción con las gramáticas de consumo (Thompson, 1995, p. 139) y que, al hacerlo, dejó de lado la consideración de la agencia de los sujetos colectivos e individuales, y su capacidad de apropiarse, de acentuar, de resignificar en múltiples direcciones los sentidos hegemónicos. Esto resulta más relevante por cuanto ese papel activo trasciende la sola recepción para instalarse también en la producción simbólica, como muestran las numerosas experiencias de publicaciones, emisoras radiales y televisivas de carácter comunitario en Latinoamérica. Aun cuando desde instancias nacionales este tipo de industrias y medios frecuentemente resulten tipificados y perseguidos como “ilegales”, los más diversos colectivos (barriales, indígenas, gremiales, religiosos, desocupados) los conforman y gestionan, haciendo circular sus visiones del mundo, exponiendo sus intereses, estableciendo interacciones y redes con otros.

			La tercera generación de políticas culturales planteó la imbricación de la cultura y el desarrollo, y la puesta del hombre en el centro de esta última problemática. Sus mismos teóricos la reputaban de “utópica” en los tiempos de su formulación por estar más ligada a la reflexión que a cuestiones de hecho (Moulinier, 1981 en Rabossi, 1997), aunque como vimos esta también fue una preocupación de anteriores conferencias intergubernamentales de políticas culturales. Es esta ampliación del concepto lo que desde entonces ha llevado a hablar de “la noción antropológica” de cultura, cada vez con mayor predicamento5. Este último no se corresponde con análisis sólidos que respalden la pertinencia ni la univocidad de semejante noción, que ha sido objeto de críticas fundadas (Wright, 1998), pero más que detenernos en ello nos interesa destacar sus correlatos prácticos. Su carácter excesivamente abarcativo, que como se ha señalado resulta inapropiado para facilitar el delineamiento de políticas y de modos de gestión de la cultura, por otro lado ha sido propicio para la inclusión en la esfera cultural de numerosas actividades como la moda, el diseño, el patrimonio intangible, la gastronomía, el turismo, el regeneramiento urbano, etc. A la vez su énfasis en los valores y creencias, paradójicamente, ha acompañado la instalación de una perspectiva fuertemente instrumental de la cultural, nunca mejor manifiesto que en la expresión “la cultura es un buen negocio”6.

			Las exigencias de eficacia, eficiencia y rentabilidad que en las últimas décadas se establecieron sobre museos, teatros, salas de concierto, patrimonio y hasta monumentos, son más bien el punto de partida de los nuevos dominios que se han sumado al sector cultural, entrevisto como mercado y como recurso para generar ingresos, empleos, recaudaciones fiscales, exportaciones, etc. Los sitios puestos en valor, las áreas protegidas, las expresiones intangibles preservadas, han derivado hacia la museificación, la espectacularización, la conversión de ciudades en parques temáticos, y la expulsión de grupos y formas de vida preexistentes, reemplazados por manifestaciones artísticas desconflictuadas, proveedoras de colores locales a turistas e inversores inmobiliarios. En este sentido, la cuestión de los medios y los fines ha sido volcada hacia los primeros, en muchos casos oscureciendo o desconociendo los fines, o violentando los valores en los que supuestamente estos se fundan. Con demasiada frecuencia el desarrollo cultural resulta una justificación estética para el crecimiento económico desgajado de lo social, supuestamente superado por las nuevas nociones del desarrollo. La reiterada fórmula del “hombre como medio y fin del desarrollo” pareciera una coartada obnubiladora de lo poco que este vale como finalidad, en los tiempos en los que “la cultura cuenta”7 y que su importancia solo se mide monetariamente en las Cuentas Nacionales y en la balanza de pagos.

			Debe señalarse que la mirada económica sobre la cultura, la inclusión de esta en las perspectivas del desarrollo, y la consideración de las políticas culturales desde un enfoque operacional, son cuestiones en muchos aspectos positivas. Relativizar y ampliar los modelos de desarrollo, incorporar pautas de sostenibilidad económica en cultura, elaborar datos duros que permitan conocer con rigor las dinámicas del sector, diseñar políticas que desenvuelvan las potencialidades creativas de una sociedad, son parte de estos aspectos. También resulta positiva la afinación que implica la conceptualización y elaboración de políticas sectoriales para la cultura en general y para dominios específicos en particular, y de políticas transversales que involucren otros sectores donde también se juegan cuestiones culturales, como la comunicación, la educación, la salud, la seguridad, etc. Esta racionalización ha sido adoptada por las necesidades institucionales de la administración para gestionar el sector y por los requerimientos crecientes del mercado. El problema reside en la falta de apertura a la pluralidad de las racionalidades, y, como diversos autores están planteando, a la mengua del aspecto político, este es un problema de lucha por el poder y por las definiciones sociales de la realidad en las políticas culturales8: “Más que aspectos técnicos es urgente que recuperemos la dimensión política de la cultura, su importancia en la orientación de un proceso de desarrollo con justicia social” (Porto, 2004, traducción propia). O como propone Nivón Bolán (2004) refiriendo a la problemática en su país, “lo que hace falta en la discusión sobre la política cultural en México es el reconocimiento de su papel, no solo en el desarrollo sino en la gobernabilidad. Solo fortaleciendo el compromiso entre cultura y sociedad podremos pensar en una política cultural que tenga futuro”.

			Giro civilizatorio e impasse de las políticas culturales

			El contrastante cauce que finalmente adoptó la puesta en práctica de la tercera generación de políticas culturales, así como la resignificación de sus postulados que mencionamos más arriba, se comprenden a la luz de la conflictiva económica y política de la época, que incidió en los debates, resoluciones y en la misma organización de la Unesco, en el marco de un profundo giro histórico de nivel mundial. La década del 70 marca el pasaje hacia una nueva etapa transnacional del capitalismo (Hobsbawm, 1995), que revalúa la autovalorización ampliada del capital incrementando la tasa de ganancia al realizarla a nivel global, en un proceso viabilizado tanto por la emergencia de nuevos saberes, nuevos materiales, y nuevas tecnologías de la información y la comunicación, como por la confrontación política. Por entonces los países en desarrollo experimentaron fenómenos macroeconómicos de impacto: cayó el precio de sus materias primas en los mercados internacionales, retrocedió el PBI, la crisis del petróleo y los avatares monetarios condujeron al fin a la paridad oro/dólar en 1976, se produjeron hambrunas catastróficas, y la deuda externa se disparó hasta hacer crisis en 19829.

			Ya el Informe del Club de Roma en 1972 sobre los límites del crecimiento, planteaba un alerta sobre los problemas que conllevaba el modelo de desarrollo (Viola, 2000), y para 1974 las Naciones Unidas adoptaron la estrategia del Nuevo Orden Económico Internacional (NOEI), denunciando “la dominación y la dependencia” del orden vigente. En 1976 la Unesco encomendó a la comisión presidida por Sean MacBride un estudio sobre la problemática de las industrias de la cultura, la información y la comunicación, y ese mismo año emitió en Nairobi la Recomendación Relativa a la Participación y a la Contribución de las Masas Populares en la Vida Cultural. En 1980 Unesco aprobó y publicó el Informe MacBride, “Un solo mundo, múltiples voces”, donde se postulaba la necesidad de un Nuevo Orden Mundial de la Información y la Comunicación (NOMIC) mediante la descolonización, la desmonopolización y la democratización de estas esferas. Una de las estrategias era la formulación de Políticas Nacionales de Comunicación en los países periféricos, promoviendo el pluralismo, la participación y la eliminación de los desequilibrios existentes. Pero el Informe MacBride “en el momento mismo de ver la luz... comenzó a pertenecer al pasado” (Schmucler, 2005, en Becerra, 2005, p. 56) debido a los cambios en el contexto y en las agendas internacionales, que pasarían a orientarse al mercado, la liberalización y la desregulación, decididamente a favor de los países centrales y no de los desarrollos propios.

			Los procesos de descolonización, la independencia de algunos países y el multilateralismo del Movimiento de Países No Alineados, en el contexto de la Guerra Fría, se enfrentaban con la pujanza de la revolución conservadora y el denominado Consenso de Washington. Como sostiene Gentili, “el programa de ajuste y estabilización propuesto en el marco de ese ‘consenso’ incluye diez tipos específicos de reformas que, tal como señala Williamson, han sido implementadas casi siempre con intensidad por los gobiernos latinoamericanos a partir de la década del 80: disciplina fiscal, redefinición de las prioridades del gasto público, reforma tributaria, liberalización del sector financiero, mantenimiento de tasas de cambio competitivas, liberalización comercial, atracción de inversiones de capital extranjero, privatización de empresas estatales, desregulación de la economía, protección de derechos de autor” (1998, p. 126). La elección de Ronald Reagan en los Estados Unidos y de Margaret Thatcher en Inglaterra daría un renovado vigor a esta tendencia, fortalecida por el impacto político de la caída del muro de Berlín, la perestroika soviética y el derrumbe del socialismo real, que harían de los 90, años de mayor apertura a los mercados globales, de desnacionalización y de consolidación de la hegemonía neoliberal.

			Indudablemente las opciones de Unesco no podían permanecer por fuera de estos conflictivos asuntos. Las resoluciones de las conferencias intergubernamentales de cultura (1970 a 1982), el Nuevo Orden Económico Internacional (1974) y el Nuevo Orden Mundial de la Información y la Comunicación (1980) eran cuestionados por Estados Unidos, el Reino Unido y otros países, que finalmente optaron por abandonar la organización en 1986. Un promotor de esta retirada, el analista político Thomas Gulick, criticaba las nociones de “democratización de la cultura”, “democracia cultural”, “acceso a la cultura”, “derecho a la cultura”, “participación de todos en la cultura”, considerándolas como slogans que ocultaban ataques a las libertades del mundo occidental y a las industrias culturales, los servicios de conexión internacional, la radio, la televisión y el cine de las naciones industrializadas, a fin de excluir su presencia de las “naciones en desarrollo”, que serían conducidas al socialismo y a la planificación centralizada. Asimismo Gulick reclamaba mayor presión de su país, los Estados Unidos, y de Occidente en general, ante estos ataques. “Para qué sirve a las naciones libres del Oeste financiar el 65% de la operación publicitaria mundial de la Unesco, cuando esta operación principalmente es útil al socialismo y recurrentemente ataca la libre empresa”, planteaba en un trabajo titulado “Unesco, donde la cultura se vuelve propaganda” (1982, traducción propia)10. Tras estas dimisiones la organización quedó debilitada, tanto por la drástica reducción de sus fondos como por la disminución de sus influencias internacionales. Las negociaciones relacionadas con la información y la comunicación también abandonaron el ámbito de la Unesco para pasar a la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), un espacio vinculado a los conglomerados del sector. Allí terminaron por desaparecer las opciones del NOMIC y las Políticas Nacionales de Comunicación. Estas han sido reemplazadas por “ciberestrategias nacionales” orientadas a diseminar las tecnologías, y por proyectos que encuentran en la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información —iniciada en Ginebra en 2003 y continuada en Túnez en 2005— una agenda opuesta, donde prevalece la “concentración de las industrias culturales y la conformación de mercados oligopólicos” (Becerra, 2005, p. 58; Becerra y Mastrini, 2006).

			El retorno de las políticas culturales ¿una cuarta generación?

			Ciertamente la Unesco no quedó paralizada, y en el marco del Tercer Decenio Mundial para el Desarrollo Cultural 1988-1997, la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo produjo el informe “Nuestra diversidad creativa” (1996). A esto seguiría la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo (Estocolmo 1998)11. Pero los nuevos pasos decisivos estarían dados por la Declaración Universal de la Unesco sobre la Diversidad Cultural (París 2001) y por la Convención sobre la Promoción y Protección de la Diversidad de las Expresiones Culturales (París 2005)12. El impacto de este último instrumento internacional y la celeridad con que los Estados miembro ratificaron su aprobación, parece marcar el retorno de Unesco a un espacio de renovado debate sobre el diseño e implementación de políticas culturales nacionales por parte de los gobiernos, así como sobre el carácter específico de los bienes, los servicios y las industrias culturales, en términos de valores, creencias e identidades, que los diferencian de otras mercancías. La concepción de la diversidad cultural como patrimonio común de la humanidad y como motor del desarrollo sostenible, el reconocimiento del aporte de los saberes de pueblos autóctonos y tradicionales, la plena realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales, y los riesgos de los desequilibrios entre países ricos y pobres, son los fundamentos de la convención. El derecho soberano a elaborar políticas culturales nacionales y mecanismos que favorezcan la diversidad, el fomento de industrias culturales y de medios de comunicación que den cuenta de la pluralidad, y la creación del Fondo Internacional para la Diversidad Cultural con trato preferente para los países en desarrollo, son los principales aspectos concretos.

			Lo cercano de tales acontecimientos y lo cambiante de los escenarios actuales no permiten hacer pronósticos sobre los efectos que los acuerdos recientes tendrán sobre la cultura. Las políticas culturales han alcanzado centralidad en la agenda mundial, aunque en un contexto muy diferente al que las tuvo como protagonistas en los años 70. Se trata de un mundo signado por el unilateralismo y el desgaste de las organizaciones internacionales que lo ordenaban; de alternativas acotadas a diferentes modelos de capitalismo con brechas de desigualdad entre países y en su interior; de Estados que ya no se asocian unívocamente con una nación, una lengua, y que dificultosamente controlan su territorio atravesado por dispares flujos transnacionales de finanzas, tecnologías, poblaciones, ideas y mensajes (Appadurai, 1994); de mercados culturales dominados por unos pocos conglomerados que concentran la oferta de libros, música, audiovisuales, publicidad, dejando mínimo espacio a expresiones diversas. En este panorama, y atento a sus trayectorias, las políticas culturales son miradas con desconfianza, cuando no son directamente puestas en entredicho. “Pocas áreas de la vida social son tan monótonas como las políticas culturales. Ocurren novedades en la cultura y las comunicaciones, pero no son asumidas por los actores políticos de los Estados (García Canclini, 2004, p. 209)”.

			El incumplimiento de los objetivos que se habían propuesto alcanzar, para algunos autores hace posible hablar del “fracaso de las políticas culturales” (Domínguez, 1996, pp. 80-81). Las encuestas sobre comportamientos culturales muestran que “la desigualdad entre los grupos de élite y el resto de la sociedad no ha dejado de aumentar”, lo que significa que el acceso, la participación, y la pluralidad cultural siguen siendo cuestiones pendientes. Ello se ve agravado pues los “consumidores y usuarios de la cultura espectacular y de élite, disfrutan ahora de esos mismos bienes sufragados con fondos públicos”. Es decir que la institucionalidad pública, o bien funciona de modo similar al mercado, o bien subsidia de modo antirredistributivo a quienes pueden pagar sus consumos, sin generar nuevos espacios. Las acciones han fracasado en promover “una cultura más participativa y creativa”, desaprovechando la participación ciudadana que facilitaría el “carácter menos especializado de lo cultural” (acciones no necesariamente artísticas o de excelencia), y las “actividades de carácter social que no requieren de una condición previa de inclusión/exclusión” como sucede en otras ramas (salud, estar enfermo para recibir atención médica). En esto las instituciones se han visto tensionadas por exigencias de servicios conveniados, de profesionalización de los agentes y de creación de empleo, en detrimento de la acción altruista, la regeneración de vida comunitaria y la participación. Dichas exigencias pueden acomodarse en estrategias de democratización cultural, pero ponen dificultades a paradigmas de democracia participativa que demandan otras dinámicas.

			El problema no solo radica en no lograr la ampliación del acceso tematizado por la democratización, sino también y principalmente en la conformación de un ámbito menos atento a los destinatarios de la acción cultural y a lo político de las políticas culturales, que a sus propias cuestiones internas. “El ‘sector cultural’ (...) con sus códigos, sus ritos, su lenguaje propio, sus sistemas de reconocimiento, de legitimación y de mediatización, se ha institucionalizado fuertemente, apareciendo a muchos de nuestros conciudadanos como un mundo aparte que no está hecho para ellos” (Rizzardo, 1997, p. 121). Así, se ponen en juego prácticas y nociones de excelencia que cultivan y refuerzan el elitismo, ocluyen las diversas identidades, o escenifican estereotipos distorsivos de la interacción intercultural y disuasivos de la desigualdad social. Estas acciones religan a la vieja edificación de Estados nacionales monoculturales y monolingüísticos, más que a la pretendida construcción de Estados pluriculturales conforme a la diversidad y la justicia social. A la vez, el elitismo va acompañando de un populismo que generaliza la estandarización estética, y la primacía de la cultura entendida como profusión de espectáculos destinados a proporcionar placer y satisfacción inmediata a los públicos. Quedan lejos la ampliación y promoción de las facultades intelectuales y sensibles, el desarrollo de sentido crítico y de capacidades de decisión ciudadanas. La institucionalidad cultural justifica su existencia mediante una proliferación de actividades que esconde el debilitamiento de la política, “una política que considera la cultura como un segmento de su legitimidad y no como un resorte de su acción” (Djian, 2005, pp. 146 y ss.).

			Si las políticas culturales han de tener alguna injerencia en el futuro de las sociedades, estas inercias deberían reemplazarse por intervenciones que generen transformaciones. Esto implica superar el estrecho criterio gestionario de las últimas décadas, orientadas tecnocráticamente hacia el mejor uso de medios supuestamente escasos, lejos de un debate abierto sobre estos y sobre los fines sociales deseables. Un sector cultura que acepta estetizar –cuando no “lavar”– otras acciones despojándose de la crítica, difícilmente se corra de la función balsámica y de la concomitante desvalorización entre las demás áreas de los poderes del Estado. Se requiere trascender el carácter corporativo y fragmentario del sector cultura donde las distintas disciplinas o dominios bregan aisladamente por lo que les concierne, y donde el conjunto permanece desarticulado con las agendas más amplias de la vida social. Paradójicamente, la cultura y los creadores frecuentemente son instrumentados para visibilizar, viabilizar y legitimar demandas comunitarias, iniciativas privadas y asociativas, el sostenimiento de instituciones, campañas de gobierno y asuntos internacionales. Resulta desconcertante que estas capacidades no se movilicen para el fortalecimiento y la jerarquización del sector dentro de los ámbitos de decisión, y para ejercer sus potenciales de resignificación del orden simbólico, vinculando campos hoy estancos como son la educación y la comunicación, entre otros. Por otra parte, las políticas culturales parecen tener más predicamento en la cooperación internacional que fronteras adentro. Se trata de afianzarlas con renovado concepto de lo público en todos los niveles de los Estados y de cara a lo transnacional. De ser así, quizás podríamos hablar de políticas culturales de cuarta generación, que subsumirían los anteriores centramientos en las artes, las industrias culturales y el desarrollo, en el eje de la diversidad cultural y la justicia social, no solo como un instrumento necesario para poner freno a las megacorporaciones que las dificultan, sino como trabajo creativo sobre los sentidos, que posibilite imaginar y construir mundos pluralistas.
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					2	 Decimos culminación parcial porque el siguiente hito de peso mundial fue la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo que tuvo lugar en Estocolmo en 1998. Igualmente no debe desconocerse el impacto del informe “Nuestra diversidad creativa” (Unesco, 1996) elaborado por la Comisión Pérez de Cuellar, en el marco del Tercer Decenio Mundial para el Desarrollo Cultural 1988-1997.

				

				
					3	 En la práctica los comités que han entendido en la interpretación y reformulación de los derechos culturales y en el arbitraje de conflictos, se han detenido sistemáticamente ante el freno de las naciones y del orden internacional que estas conforman (Shelton, 2005). En su momento, los desacuerdos por la definición de los derechos culturales hicieron que estos se aprobaran junto con los derechos económicos y sociales, en un pacto separado de los derechos civiles y políticos. En la actualidad, mientras se suceden las elaboraciones del Grupo de Friburgo y los borradores presentados ante Unesco, aun dentro del marco global elogioso de la diversidad, estos no alcanzan a ser consensuados.

				

				
					4	 Véase las últimas elecciones en Brasil, analizadas en Venício A. de Lima (Org.), A mídia nas elições de 2006. São Paulo: Editora Fundação Perseu Abramo.

				

				
					5	 Suele tomarse como referencia lo declarado en la Conferencia de México (1982) en cuanto a que “la cultura comprende el conjunto de los rasgos distintivos espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan un grupo social. Ella engloba, además de las artes y las letras, los modos de vida, los derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias” (Arfwedson, 1994, p. 7).

				

				
					6	 Este es el título de una publicación del Ministerio de Cultura de Brasil (1995) durante el gobierno de Fernando Henrique Cardoso, donde se convocaba a la inversión privada en el sector, acorde a las leyes de incentivos fiscales implementadas en el país como eje de la política pública.

				

				
					7	 La culture compte o Culture counts es el nombre con el que se difundió lo establecido por la conferencia Financement, ressources et économie de la culture dans le développement durable, organizada por el Banco Mundial y el Gobierno de Italia, en cooperación con Unesco, en Florencia en octubre de 1999.

				

				
					8	 La distinción que se realiza en la lengua inglesa entre policy y politics puede aclarar esta cuestión. El primer término refiere a las políticas como intervenciones administrativas de los gobiernos con medidas concretas de acción, el segundo remite a la política en un sentido amplio de disputas entre intereses diversos por el sentido de lo real y por la conformación de órdenes sociales legitimados por esas categorizaciones.

				

				
					9	 Viola (2000, p. 18) consigna datos del Banco Mundial según los cuales 23 países retrocedieron en su PBI per cápita entre 1965 y 1990, mientras que 43 bajaron su PBI durante la crisis de la deuda en los 80. El mismo autor cita a Walton (1989, p. 301), según el cual la deuda externa ascendió de 64 mil millones a 810 mil millones de dólares entre 1970 y 1983, y hace referencia a las hambrunas en Etiopía y Bangladesh. 

				

				
					10	 Gulick sostenía que se trataba de propaganda “anti-capitalista”, “anti-americana”, “pro-socialista”, “comunista”, “pro-maoísta”, y que estaba asociada a “maquinaciones políticas del Tercer Mundo”, “teorías gubernamentales de planificación centralizada”, “esquemas de redistribución de la riqueza ignorando el libre mercado” (1982, traducción propia).

				

				
					11	 Como correlato del Plan de Acción entonces aprobado se llevaron a cabo dos Informes Mundiales de Cultura en 1999 y 2000. Además de artículos de fondo sobre problemáticas de actualidad, estos informes enfatizan en aspectos teórico-metodológicos referidos a estadísticas, sistemas de información e indicadores culturales, estimados como indispensables para el diseño y evaluación de las políticas. Presentan numerosos cuadros consignando datos de todo el mundo sobre bibliotecas, archivos, salas de cine, receptores de radio y televisión, circulación de diarios, servicios telefónicos, entre otras informaciones. 

				

				
					12	 Cabe consignar que los Estados Unidos, el Reino Unido y Singapur regresaron a la Unesco tras casi dos décadas de ausencia, con ocasión de las discusiones sobre la diversidad cultural. Esta categoría se presenta como superadora de la excepción cultural, concepto que Francia y los países europeos interpusieron para rechazar la libre comercialización de productos audiovisuales en las negociaciones del GATT en 1993 ante el avance del cine de Hollywood. La conformación de la OMC en 1994, con el proyecto de alcanzar la liberalización completa del comercio de bienes y servicios, incluyendo a los culturales, concebidos como entretenimiento y asimilados a cualquier otra mercancía, alentó el interés de muchos Estados por perfeccionar el recurso mediante un instrumento jurídico de alcance internacional. La convención se aprobó casi por unanimidad, con votos contrarios de Estados Unidos e Israel, y entró en vigencia el 18 de marzo de 2007. 

				

			

		

	
		
			Cultura y desarrollo: ¿nuevos rumbos y más de lo mismo?13

			Introducción

			En las últimas décadas del siglo XX, las Conferencias Intergubernamentales sobre Políticas Culturales realizadas en los cinco continentes entre 1970 y 197814, la Conferencia Mundial sobre Políticas Culturales Mondiacult (México 1982), la publicación del informe “Nuestra diversidad creativa” (1996) en el marco del Tercer Decenio Mundial para el Desarrollo Cultural 1988-1997, y la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo (Estocolmo 1998) que diera lugar a los Informes Mundiales de Cultura de Unesco (1999 y 2000), mostraron el interés y voluntad internacional por la problemática cultural vinculada al desarrollo. Un interés reciente y sin duda bienvenido que requiere de algunas precisiones.

			En efecto, la reciente inclusión vigorosa de la problemática cultural en la agenda del desarrollo se comprende a la luz de los nuevos contextos producidos por las transformaciones referidas en términos como “cultural capitalismo” (Yúdice, 2002) y “capitalismo cognitivo” (Rodríguez y Sánchez, 2004). Estos términos intentan llamar la atención, respectivamente, sobre el instrumentalismo de las políticas culturales, que ven la cultura como un recurso para alcanzar otros fines, primordialmente económicos, pero también políticos, sociales, etc., y sobre la significación del conocimiento, de los saberes y de la producción intelectual colectiva, y la batalla por su apropiación privada, en los procesos de valorización de la economía actual. Ambos conceptos ponen sobre el tapete el actual acercamiento de la cultura a la economía y su centralidad en el desarrollo, como una forma de abordar la cuestión cultural tendiente a su subsunción en la lógica del valor de cambio y a una mayor acumulación de capital.

			Acorde a estos puntos de partida, nuestro interés está en recorrer algunos hitos claves sobre la cultura y el desarrollo, tal como han sido formulados en los escenarios internacionales desde mediados del siglo XX. Entendemos que estos cambios, aun cuando sensibles a una política plural, que ya no se conforma con pensar la cultura y el progreso como espacios de reproducción de la cosmovisión europea y occidental, deponen su capacidad de recepcionar esos otros modos de pensar y actuar en el mundo, en función de intereses político-económicos que revierten negativamente sobre los grupos que pretenden proteger y fomentar.

			Cultura y desarrollo

			La noción de cultura ha sido distintamente conceptualizada y discutida en medios académicos y de gestión. Aquí nos interesa apenas señalar su antigua y frecuente identificación con las costumbres, las tradiciones y los valores de una sociedad. Más recientemente, con la adopción en el ámbito internacional de la denominada “perspectiva antropológica”15, se comprende a la cultura como la totalidad de los modos de vida, como las distintas formas de vivir juntos, en relación con nociones previas de “herencia social” y de “integración social”. En la Conferencia de México (1982) se declaró que “la cultura comprende el conjunto de los rasgos distintivos espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan un grupo social. Ella engloba, además de las artes y las letras, los modos de vida, los derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias” (Arfwedson, 1994, p. 7).

			Nos interesa anotar que estos diversos modos de vida y formas de vivir juntos refieren a distintos grados de control de las poblaciones sobre la naturaleza externa e interna, sobre el medioambiente y sobre la propia subjetividad, que definen las modalidades de autoconstitución de la especie (Bayardo, 1992). Estos grados de control y autocontrol de grupos humanos y actores sociales resultan en diferentes formas de limitación, de opresión, de respeto y de libertad que entendemos centrales en la perspectiva de los mencionados derechos fundamentales del ser humano. Los más recientes procesos de economización, de politización, de generalización, de ampliación y de instrumentalización de la cultura, potencian a este ámbito como arena de disputa por el reconocimiento y concreción de derechos vehiculizados a través suyo, no solo de algunas minorías (raciales, étnicas, religiosas, etc.) sino del conjunto social.

			Por su parte, el concepto de desarrollo fue tempranamente asimilado al crecimiento económico, a la vez que a la superación del subdesarrollo y la pobreza. La primera idea alude al incremento en la generación de riqueza, pero el desarrollo como superación del subdesarrollo es una tautología no explicativa. Por otra parte, la identificación de subdesarrollo y pobreza abre otra dimensión que simplifica y banaliza un problema más complejo. En tiempos más recientes la noción de desarrollo se abrió a los aspectos culturales y subjetivos, procurando alcanzar nos solo beneficios económicos sino también beneficios sociales, para satisfacer las necesidades materiales y la ampliación de las capacidades intelectuales, sensibles, y de decisión de las personas. También en la Conferencia de México (1982) se declaró que el desarrollo es “un proceso complejo, global y multidimensional que trasciende el simple crecimiento económico para incorporar todas las dimensiones de la vida y todas las energías de la comunidad, cuyos miembros están llamados a contribuir y a esperar compartir los beneficios” (Arfwedson, 1994, p. 7).

			Estos cambios en la conceptualización del desarrollo, el subrayar su carácter holístico y el apelar a la participación activa de sus beneficiarios, entrelazan con las transformaciones en la conceptualización de la cultura, al postularse otras relaciones entre ambos términos. Mientras que el desarrollo deja de ser solo referido a la reproducción económica, para resultar inclusivo de toda la reproducción de la vida, la cultura deja de ser considerada como un freno, para pasar a ser vista como un motor del mismo. En este movimiento surge una nueva demanda por políticas culturales orientadas en tal sentido, más allá de las limitaciones anteriores a las artes y al patrimonio16. Estas políticas definen las posibilidades y los modos de verse a sí mismos de los diversos grupos humanos, así como las capacidades de tomar decisiones concientes e informadas acerca de su presente y futuro como sociedades. Pero los dos aspectos mencionados, artes y patrimonio, continúan siendo el principal foco de atención dentro del sector cultural en desmedro de ampliaciones menores en otras áreas. La pregunta entonces es si los cambios en la retórica del desarrollo son creíbles, si se han traducido en transformaciones en las prácticas de los desarrolladores, y si las demandas planteadas sobre la cultura resultan plausibles o descaminadas.

			Suele señalarse como hito definitorio en los inicios de los planteamientos sobre el desarrollo, un discurso pronunciado en 1949 por el presidente Harry Truman, donde este señala que “Estados Unidos ocupa un lugar preeminente entre las naciones en cuanto al desarrollo de las técnicas industriales y científicas. (…) Debemos poner a la disposición de los pueblos pacíficos los beneficios de nuestra acumulación de conocimiento técnico”, considerando que “una mayor producción es la clave para la prosperidad y la paz” (Viola, 2000, p. 14). Esta noción reformula la anterior sobre los “países atrasados”, que entonces pasan a ser tipificados como “subdesarrollados”, aunque continúa aludiéndose al mismo conjunto de países a los que se espera incluir en una mayor producción y acumulación: los territorios de ultramar conquistados y dominados por las potencias coloniales. Para mediados del siglo XX el imperialismo decimonónico se había vuelto difícil de sostener en lo económico y en lo político, lo que fogoneó la agenda de la descolonización (Worsley, 1987) y del establecimiento de nuevas formas de intervención justificadas por el conocimiento técnico que plasmaron en la “invención del Tercer Mundo” (Escobar, 1996). Esta perspectiva despolitizada de la cuestión también se apoya en considerar a la pobreza como un sector carente de capacidades que requiere de ayudas o asistencia más que de soluciones estructurales.

			A comienzos de los años 60 Walt Rostow propone un conjunto de “fases de crecimiento” constitutivas de la “historia moderna en su conjunto”, que son consideradas aún hoy como paradigmáticas en la teoría del desarrollo. Según este autor todas las sociedades atraviesan una serie continua, histórica y a la vez lógica de cinco fases económicas: “la sociedad tradicional”, “las precondiciones para el despegue”, “el despegue”, “el impulso hacia la madurez”, y “la edad del gran consumo de masa” (Rostow, 1960 en Leander, 1994, p. 23). Resulta claro que se trata de un esquema evolucionista y valorativo que establece cuáles han de ser necesaria e inevitablemente los pasos del desarrollo, hacia una meta predefinida que replica sin fisuras el modelo de Occidente. Alcanzar el gran consumo de masa se cifra en el crecimiento de la producción capitalista y conlleva despegarse de la sociedad tradicional, arraigada a cosmovisiones y valores que la limitarían. Siendo estos los obstáculos a superar, se comprende que la cultura resultara entendida como un freno para el crecimiento económico y a la vez como un factor externo a la cuestión del desarrollo.

			Más adelante surge la tendencia a abandonar el término “desarrollo” reemplazándolo por “modernización”, entendida como “el proceso de cambio social cuyo componente económico es el desarrollo”, que involucra “factores extraeconómicos” como el crecimiento demográfico, la urbanización, la estructura familiar, la educación, los medios de comunicación (Lerner, 1968 en Leander, 1994, pp. 26 y ss.). La modernización incluye como principales factores “el crecimiento autosostenido” en la economía, “la participación pública” en la política, “la difusión de la cultura”, una mayor “movilidad social”, y un mayor “empeño”. Estos términos reeditan el planteo de Rostow al llamar al incremento de la producción y las transformaciones capitalistas, invocando mayor libertad individual y ambiciones personales. Tanto estas como la “difusión de la cultura” implican el reemplazo y la imposición de nuevos hábitos en contra de los valores tradicionales que los coartarían. La cultura de “los otros” sigue siendo entendida como un freno y el concepto de desarrollo no varía sustantivamente.

			La propia jerga del desarrollo trasluce perspectivas axiomáticas y finalidades incuestionables, como la noción de “circulo vicioso de la subproducción”, que desconoce otras alternativas de desarrollo no orientadas a la acumulación de capital, identificando erróneamente subproducción y pobreza, o la noción de “circulo vicioso de la pobreza”, que hace culpables a los pobres de permanecer en su situación, omitiendo los factores estructurales (Leander, 1994). Algo similar sucede con la noción de la “tragedia de los recursos comunales”, que asimilada a una supuesta gestión irracional de los mismos, termina en una justificación de la privatización y el comercio (Bedoya y Martínez en Viola, 2000). Estos subterfugios, junto a otros como países “en desarrollo”, abren las puertas para legitimar la “ayuda al desarrollo”, la que cobra forma en diagnósticos, en préstamos y en asistencias caracterizados por la aplicación reiterada de las mismas fórmulas tecnocráticas en realidades muy diversas.

			Los fracasos en las políticas y en los proyectos de desarrollo presentan un ejemplo ya clásico en la Revolución Verde de los años 60, destinada a terminar con el hambre en el Tercer Mundo a partir de la introducción de un paquete tecnológico exógeno que incluía maquinarias, semillas híbridas y agroquímicos. Lejos de lo esperado, esta denominada revolución fue la causante de exclusión de los más pobres, de mayor dependencia económica, de involución ecológica, de erosión genética, de intoxicaciones y patologías (Viola, 2000, p. 49). Fracasos en otras áreas, como la motorización de embarcaciones pesqueras a vela en Bahía, las estrategias de crianza de ganado vacuno en África, los proyectos de irrigación de cultivos en Sudamérica y Oriente Medio, muestran los problemas de las mencionadas políticas y proyectos en lo que hace a inequidad, desatención de las pautas locales e incompatibilidades socioculturales (Kottak, 2000).

			Pero no se trata solo de dificultades específicas de proyectos puntuales, pues en la década del 70 los países llamados “en desarrollo” experimentaron fenómenos macroeconómicos de peso que contribuyeron a poner en duda las expectativas de progreso. Cayeron los precios de sus materias primas en los mercados internacionales, se registraron retrocesos en el PBI, acontecieron avatares monetarios —que pusieron fin a la paridad oro/dólar en 1976—, se disparó la deuda externa —que hizo crisis en 1982— y se produjeron hambrunas catastróficas17. Unido a la crisis del petróleo, el Informe del Club de Roma en 1972 sobre los límites del crecimiento, planteó un alerta de los problemas que este modelo de desarrollo conllevaba (Viola, 2000). Para 1974 las Naciones Unidas adoptaron la estrategia del Nuevo Orden Económico Internacional (NOEI) denunciando “la dominación y la dependencia” del orden entonces vigente. Dos años después la Unesco, al tiempo que encomendaba a la comisión presidida por Sean MacBride un estudio sobre los problemas de las industrias de la cultura, la información y la comunicación (Becerra, 2005, p. 56), emitía en Nairobi la Recomendación Relativa a la Participación y a la Contribución de las Masas Populares en la Vida Cultural.

			En este panorama de descrédito de los planteos y resultados del desarrollo surgen nuevas conceptualizaciones, trazando críticas y matices sobre el concepto, y dando lugar a formulaciones adjetivadas, como el “desarrollo autocentrado”, el “desarrollo endógeno”, el “etnodesarrollo”, el “desarrollo sostenible”, que comienzan a ventilarse en las Conferencias Intergubernamentales sobre Políticas Culturales de los años 70, y que van luego a poblar el Tercer Decenio de las Naciones Unidas para el Desarrollo en los 80. Todas estas nociones ponen énfasis en prestar atención a las condiciones, las capacidades y las expectativas de las mismas poblaciones en desarrollo, terminando con la “vía descendente” del desarrollo, que desde fuera procura imponer recetas tenidas como universales.

			En 1980 Unesco aprobó y publicó el Informe MacBride, “Un solo mundo, múltiples voces”, donde se postula la necesidad de un Nuevo Orden Mundial de la Información y la Comunicación (NOMIC) mediante la descolonización, la desmonopolización y la democratización de estas esferas. Una de las estrategias era la formulación de Políticas Nacionales de Comunicación en los países periféricos, promoviendo el pluralismo, la participación y la eliminación de los desequilibrios existentes. Esto podría haber facilitado el camino a las “vías ascendentes” del desarrollo, como el “desarrollo autocentrado” y el “desarrollo endógeno”. Pero el Informe MacBride “en el momento mismo de ver la luz... comenzó a pertenecer al pasado” (Schmucler, 2005 en Becerra, 2005) debido a cambios en el contexto y en las agendas internacionales, que pasarían a orientarse al mercado, la liberalización y la desregulación, decididamente a favor de los países centrales y no de los desarrollos propios.

			Por su parte la noción de “desarrollo sostenible” o “desarrollo sustentable”, refiere a la satisfacción de las necesidades del presente, sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras de satisfacer las suyas propias. Esto involucra dimensiones de sostenibilidad económica, ecológica y social, procurando generar rentabilidad, eficiencia, y equidad intra e intergeneracional, atentas a la diversidad biológica, a las culturas y los valores de las comunidades. La noción se popularizó en 1987 con el Informe Bruntland, “Nuestro Futuro Común”, elaborado por la Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo (Grünberg, 2002). Allí se correlaciona la riqueza y el despilfarro del Norte con la pobreza del Sur y con la destrucción de la biósfera. Pero paradójicamente se continúa validando el modelo de crecimiento económico, considerado necesario para erradicar la pobreza, a la que se le atribuye una causalidad fundamental en la degradación medioambiental. El desarrollo sostenible se proyecta hasta los tiempos actuales desde esa ambigüedad de base, y más allá de la adjetivación que lo acompaña, viene arrastrando los preconceptos arraigados en la jerga usual del desarrollo, ya señalados más arriba, y abrigando prácticas similares. En su nombre con frecuencia se identifica a los pobres como depredadores ambientales, se les hace responsables de un crecimiento demográfico considerado desmedido, y se llega a buscar soluciones en programas de esterilización (Viola, 2000, pp. 32-33).

			Entre 1988 y 1997 la Unesco estableció el Decenio Mundial para el Desarrollo Cultural, con el fin de alentar a los países a adoptar políticas y a emprender actividades tendientes a garantizar el desarrollo integrado de sus sociedades. Como se ve el desarrollo es ahora acompañado de una nueva adjetivación, que pretende ser superadora de falencias anteriores al abogar por el “desarrollo cultural” o al incorporar la “dimensión cultural del desarrollo”18. Se entiende que la desatención de este aspecto y la falta de adecuación cultural con las poblaciones beneficiarias, han sido cruciales en los fracasos de los proyectos de desarrollo. De aquí que se haga hincapié en el hombre como instrumento y fin del desarrollo, en la “dimensión subjetiva”, en la búsqueda de beneficios económicos y sociales para alcanzar el bienestar y la calidad de vida. Los objetivos de este decenio pasan por la consolidación de las autonomías nacionales y las identidades culturales, el acrecentamiento de la participación cultural y la promoción de la cooperación internacional. Para ello se identifican sectores específicos de intervención, a saber, la educación, el turismo, las industrias culturales, las artesanías, el intercambio cultural (Dupuis, 1991). En consonancia con ello, a comienzos de los 90 se produce un giro en las mediciones del desarrollo, cuando el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) pone en funcionamiento el Índice de Desarrollo Humano. A diferencia de índices anteriores como el Producto Bruto Interno o el Ingreso Per Cápita, acotados a aspectos económicos, este es un indicador compuesto que reúne dimensiones relativas a la salud, la educación y el ingreso, acorde con la perspectiva de la calidad de vida.

			En el marco del mencionado decenio, Unesco dio a conocer el Informe Pérez de Cuellar, “Nuestra diversidad creativa” (1996), elaborado por la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo. Allí se plantea una noción de cultura menos ligada a las artes y al patrimonio como esfera excelsa de la creación que a la creatividad como modo más amplio de resolución de problemas de la vida. Y se aboga por políticas culturales que si bien incluyen esa esfera restringida, se extienden a la comunicación y los medios, la situación de mujeres y niños, la equidad intra e intergeneracional, la preservación del medioambiente y la paz, y la construcción de una ética global como pilar del pluralismo. Estas políticas no solo involucran definiciones programáticas sino también cuestiones operativas y de financiamiento. Estos últimos aspectos ya venían siendo tratados desde las Conferencias Intergubernamentales de los años 70, pero encontrarán en el contexto de finales de los 90 el ambiente propicio para pasar de las retóricas a las prácticas, en la confluencia de organizaciones internacionales y de entidades de crédito externo.

			Por una parte, tras un prolongado hiato de 16 años desde Mondiacult (México), tuvo lugar la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo (Estocolmo 1998). Profundizando los lineamientos anteriores se plantea a la creatividad como fuente del progreso humano, a la vez que se destacan el derecho a la participación en la vida cultural, el diálogo entre culturas, la tolerancia y el respeto mutuo. Se defiende la centralidad de las políticas culturales en las políticas de desarrollo endógeno y sostenido, orientándolas a promover la creatividad y la diversidad cultural y lingüística. La importancia asignada al incremento de los recursos económicos y financieros, y a la formación para la eficiencia en el sector cultural, hacen más manifiesta la identificación de la cultura como recurso económico y como motor del desarrollo, invirtiendo la ecuación de las primeras formulaciones del desarrollo. Asociado a las propuestas del Plan de Acción de Estocolmo, Unesco publica dos Informes Mundiales de Cultura (1999 y 2000). Ambos tienen en común la preocupación por las mediciones y las estadísticas de la cultura, por los indicadores culturales y por las metodologías de elaboración de estos instrumentos. Y ambos presentan extensos anexos consignando numerosos datos duros organizados por regiones, países y áreas temáticas19.

			Por otra parte en 1999 dos grandes entidades de financiamiento internacional dieron un espaldarazo a las nuevas relaciones postuladas entre la cultura y el desarrollo. En marzo el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) llevó a cabo el Foro Desarrollo y Cultura (París), mientras que en octubre el Banco Mundial (BM) realizó el encuentro Financiamiento, Recursos y Economía de la Cultura en el Desarrollo Sustentable (Florencia)20. En esta ocasión, la sustentabilidad nacida al calor de la perspectiva medioambiental se reorienta hacia el ambiente social y más concretamente en lo referido al capital social y al capital cultural21. Mientras que el primero alude al potencial existente en las relaciones humanas y en el funcionamiento de vínculos y redes, este último refiere a bienes construidos y tradiciones heredadas capaces de agregar valor económico mensurable en términos monetarios, y que pueden ser evaluados simultáneamente como inversión (mediante análisis de costo-beneficio) y en clave cultural (Throsby, 2001).

			Amén de esas consideraciones conceptuales a tono con el clima de la época hechas en estos foros, ambos coincidieron en propiciar líneas de financiamiento internacional en cultura, en especial en lo que refiere a la puesta en valor del patrimonio, la recualificación de centros históricos, la renovación y el redesarrollo de ciudades y regiones. La utilización casi sistemática de estos créditos por parte de los gobiernos de los países “en desarrollo” ha potenciado un visible fervor por las artes y la cultura, junto con una pasión patrimonialista y espectacularizante, y ha propiciado innumerables procesos de ennoblecimiento urbano. Por ello estas coincidencias en las medidas adoptadas por países endeudados y sujetos a condicionalidades externas, no son convergencias casuales sino más bien requerimientos difícilmente eludibles del actual modelo de desarrollo.

			Es relevante señalar que en esta confluencia de agendas de organizaciones internacionales y de entidades de financiamiento, se fija la atención en seis áreas de aplicación práctica: la cultura y el desarrollo, las industrias culturales en la nueva economía, las artes y la cultura en el desarrollo urbano y regional —particularmente de “ciudades sustentables”—, las instituciones y organizaciones sin fines de lucro con relación al Estado y las “fallas del mercado”, el patrimonio como capital cultural, y la industria turística (Throsby, 2001, p. 7). En esta nueva configuración, el patrimonio y la cultura en general, entendidos como capital, deben hacer a un lado la improductividad a la que estaban librados, para fungir como un “stock cultural” de existencias de las que se aguarda obtener beneficios, mientras que del más antiguo capital social se espera la participación de la comunidad, la creación de alianzas locales y la generación de sinergias entre el Estado, el mercado y la sociedad civil (Cohen, 1999). Consecuentemente, a las mediciones económicas tradicionales se agrega la metodología de la valuación contingente, que desagrega diversas formas del valor para conocer los “índices de retribución” de inversiones e infraestructuras culturales, y la “disposición a pagar” por los bienes y los servicios culturales22. Estos giros llevan a preguntarse hasta qué punto lo cultural es evaluado en sus propios términos diferenciales o más bien lo es desde criterios económicos universalizados, aun cuando estos se presenten reprocesados. Y también llaman la atención sobre un modelo de desarrollo, que aun invocando componentes sociales y culturales, participación local y promoción de la diversidad, se parece mucho a la nueva imposición del viejo “progreso” desde un remozado colonialismo culturalista.

			Desarrollo y cultura

			Mucho puede decirse del desarrollo en lo conceptual y en lo práctico, pero nada más contundente que leer los resultados alcanzados luego de medio siglo de desarrollo, con dos tercios de la humanidad viviendo en condiciones de subdesarrollo (Leander, 1994, p. 31). Mientras que algunos informes consignan que la brecha entre países ricos y países pobres se ha duplicado en los últimos cuarenta años, otros señalan que la brecha entre el 20% más rico y el 20% más pobre de la población mundial creció un 160% en el mismo período23. Estos datos se complementan con otros relativos a la salud, la educación, las condiciones de las mujeres y de los niños, igualmente desalentadores. Los decenios de proyectos, planes y programas de desarrollo y de “lucha contra la pobreza”, directamente involucrados en estas cuestiones, no pueden eludir sus responsabilidades ante la situación. Con todo la página web United Nations Publications ofrece a la venta la revista Forum de Comercio Internacional: CCI–40 Años de Desarrollo del Comercio (N° 1, 2004), consignando que “a través de esta publicación, el Centro de Comercio Internacional desea transmitir un mensaje de estímulo y esperanza: estímulo para acometer la inmensa tarea de reducir la brecha entre ricos y pobres, y esperanza para aprovechar las mejores prácticas de desarrollo”. Esta discursiva autista en sus presunciones de base y en sus percepciones de las realidades y problemas, debe ser desarticulada si hemos de conservar alguna credibilidad en la cuestión del desarrollo.

			En el contexto actual la arena de debate sobre la cultura no es otra que la delimitada por las coordenadas del desarrollo, donde se dirimen conceptos pero también prácticas. Ya hemos señalado anteriormente que la lucha contra la pobreza se ha caracterizado por una culpabilización de los pobres como responsables de su situación, atribuida a inercias culturales más que a estructuras socioeconómicas y políticas. En esto el discurso del desarrollo ha abrevado en los planteamientos de Lewis (1959) sobre la “cultura de la pobreza” difundidos en los años 6024. Debe destacarse que a más de cuarenta años y de numerosas críticas académicas al respecto, las organizaciones internacionales continúan filtrando conceptos de este tipo, decididamente insostenibles, en sus informes y declaraciones. Algo semejante puede decirse en general de la noción de “lucha contra la pobreza”, semánticamente asociada a enfermedades naturales más que a trastornos sociales, hoy convertida en una fórmula que apunta a ocultar el verdadero problema. Como sostiene Joachim Hirsch, “el punto clave de la sociedad mundial no es la pobreza de muchos, sino la riqueza de los pocos, o mejor dicho la forma en la cual esta se reproduce” (1995, p. 136). Pero la reproducción ampliada de esta riqueza que requiere la generación de pobreza es precisamente consecuencia de la imposición del capitalismo en la que ha consistido el desarrollo practicado en reemplazo del antiguo colonialismo.

			Diversos autores han señalado en el término “desarrollo” la confusión de dos connotaciones diferentes, el proceso histórico de transformación hacia la economía capitalista, moderna e industrial, y la mejora de la calidad de vida, la reducción de la pobreza y la disminución de la desigualdad de oportunidades (Ferguson, 1990 en Isla y Colmegna, 2005). No cabe duda de que la primera connotación es la consecuencia más visible del desarrollo, mientras que la segunda ha devenido abstracta ante el avance creciente de la exclusión y la desigualdad. Resulta paradójico que dentro un paradigma que reclama y recurre a continuas mediciones se haga caso omiso de ellas, y que las referencias a factores como “costos sociales”, “deseconomías externas”, no alcancen a ser integradas en los análisis de impacto y de costo-beneficio (Dupuis, 1991). También resulta destacable que la imposición del capitalismo se concrete actualmente evocando una diversidad cultural que siempre es la de otros, y con la incapacidad de reconocer que el capitalismo no solo involucra sistemas económicos sino también configuraciones culturales no necesariamente ubicuas o conmensurables y mucho menos neutras. Sin duda el concepto de desarrollo no se ha desgajado de los componentes etnocéntricos, eurocéntricos, economicistas y tecnocráticos ya apuntados en las críticas más tempranas, ni ha asimilado estrategias de reflexividad.

			En tal sentido las perspectivas del desarrollo parecen tener serias dificultades para abordar los fenómenos culturales que actualmente conciben como su motor, o cuanto menos como una dimensión significativa del mismo. Un estudio reciente sobre las relaciones entre cultura y desarrollo —basado en 350 casos, de cinco agencias, durante dos años— concluye que existe “falta de consistencia en la implementación de los proyectos, poca comprensión sobre cómo funcionan los procesos culturales y pocos ejemplos de evaluaciones apropiadas”, pudiendo identificarse cuatro distintos usos de cultura: como contexto, como contenido, cómo método, y como expresión (Gould y Marsh, 2004, en Vincent, 2005, p. 2, traducción propia)25. A estos problemas se agrega una perspectiva de individualismo metodológico universalizada sin prevenciones a filosofías nativas (que tienen otras ideas de persona contextualizadas socialmente), una valoración instrumental de prácticas tecnoeconómicas indígenas (que difícilmente pueden ser escindidas de la urdimbre de las creencias y el conocimiento social y religioso), una mirada reduccionista de lo local que no reconoce las importantes influencias más amplias que también lo constituyen, y limitaciones en la consideración de las relaciones de poder y en la comprensión del carácter del cambio social.

			Lo anterior remite a otro tópico, ya anticipado más arriba, en cuanto a que el desarrollo y las agencias que lo instrumentan tienen una cultura propia negada y no asumen sus prácticas de planificación racional y voluntarista como culturales. “La cultura de la burocracia del desarrollo incluye: la tendencia a presentar los logros pasados en términos entusiastas para justificar requerimientos presupuestarios; un foco en resultados de corto plazo; escasa ‘memoria institucional’ para aprender del trabajo pasado; el uso de la investigación para legitimar políticas que ya han sido decididas y no como testeo independiente; la tendencia a no desafiar las agendas institucionales para salvaguardar el ascenso en la carrera; y las dinámicas organizacionales informales de prejuicios de grupo, amistades y enemistades” (Foster, 1999 en Vincent, 2005, p. 4, traducción propia). En sentido similar, Phillip Kottak, en una reflexión surgida tras analizar 68 proyectos de desarrollo rural del Banco Mundial cumplimentados en todo el planeta, menciona tres niveles de cultura en el desarrollo: la local, la nacional y “la cultura de los planificadores (…) que hasta cierto punto anula, o se salta, las diferencias nacionales, étnicas o individuales”. Para este autor “cualquier organización para el desarrollo, tal como el Banco Mundial, es un sistema sociocultural con niveles múltiples y con sus propios objetivos tradicionales en tanto que organización, con sus redes de comunicación, con sus flujos de información, sus líneas de autoridad, sus imperativos territoriales, sus recompensas y castigos, sus asociaciones y conflictos, sus rituales y hábitos, y sus procedimientos de toma de decisiones” (2000, pp. 119-120). El autor considera típico de esta cultura el “modelo de programa o plantilla” que imponen los expertos, contra el “modelo de proceso de aprendizaje” donde los beneficiarios participan en la planificación y puesta en marcha del proyecto acorde a sus necesidades, experiencias y capacidades (Korten en Kottak, 2000).

			De tal modo continúan reiterándose fracasos debidos a una serie de errores y de fórmulas que no se corrigen. En un análisis del proyecto de Desarrollo Integrado Ramón Lista (DIRLI) realizado en una localidad de Formosa, Argentina, hace unos años atrás, se ofrece una reseña que sería fácilmente extrapolable a otras iniciativas de desarrollo (Carpio, 2005, pp. 94 y ss.). El proyecto se llevó a cabo en un lugar elegido por tener los niveles más altos de NBI. Sin verificar que ese índice resultaba inadecuado para el área, se construyeron viviendas en una zona históricamente inundable, las que terminaron utilizadas como corrales temporarios de animales; se utilizaron materiales de construcción previamente exitosos en Abisinia sin constatar que su inexistencia en la nueva locación no abarataba sino que encarecía los costos; las construcciones se distribuyeron sin considerar la totalidad de la población, generando conflictos entre los beneficiarios; se capacitó a los hombres en apicultura cuando en esa comunidad (wichí) el trabajo con la miel es una labor propia de las mujeres; los aspectos organizativos y culturales se ejecutaron prácticamente sobre el final del proyecto para no faltar a los términos de referencia del mismo pero no estuvieron integrados desde un comienzo.

			Con los mencionados antecedentes, no es extraño que el autor consigne que “Cada uno de los niveles de decisión juega sus propios intereses en la negociación previa al proyecto. (…) Un altísimo porcentaje de la cooperación al desarrollo se traduce en el envío de técnicos y expertos para desempeñarse en proyectos de cooperación, lo cual atiende a una situación de desocupación profesional en Europa. (…) Lo mismo sucede de parte del gobierno y de las agencias locales, un alto porcentaje de las decisiones corresponde a compromisos previos del ministro o decididor de turno, que no necesariamente se corresponden con las necesidades de la población beneficiaria. Muchas veces la población sobre la cual se interviene es el último orejón del tarro: existe un conjunto de mediaciones que son previas en las cuales esa población no ha tenido nada que ver. Y un día, por un motivo equis la población es seleccionada para recibir la ayuda, y allí comienzan a desembarcar los camiones, con artefactos, recursos y elementos que van a salvarlos de la pobreza” (Carpio, 2005, p. 108)26.

			En tal sentido, cabe mirar con desconfianza una tópica reiterada y a primera vista deseable, como es el tema de la participación de los propios beneficiarios en los procesos de desarrollo y en sus beneficios. Si no hay un interés serio y cierto por la escucha y por el debate intercultural, esta participación no puede efectivizarse más que en los imaginarios de la retórica. En algunas situaciones los aspectos culturales y participativos se convierten en un elemento decorativo, como en el caso descripto anteriormente. En otras, los beneficios pregonados revelan ausencia, cuando no rechazo, de una perspectiva de participación, como los canjes de deuda externa por naturaleza, que involucran el desplazamiento forzoso de cazadores recolectores, pastores y agricultores, y han sido denunciados como “ecocolonialismo” (Luke, 1997 en Viola, 2000). Algunas invocaciones a la participación tienen por objetivo recuperar tradiciones culturales, saberes y habilidades de las poblaciones locales, pero el “conocimiento tradicional” viene solo a suplementar técnicamente proyectos y objetivos elaborados en otra parte. Otras iniciativas están dirigidas a recopilar esos saberes tradicionales junto con ejemplares orgánicos y genéticos, que terminan nutriendo bancos de datos y de muestras privados, y que frecuentemente son patentados, lo que ha resultado cuestionado como “biocolonialismo” y “biopiratería”. Otros emprendimientos que se presentan como justos, alternativos, y diversos, al retomar objetos, diseños, imágenes y testimonios indígenas, terminan dando más visibilidad (y rentabilidad) a las empresas que a las mismas poblaciones que dicen querer beneficiar (Ramos, 1998)27.

			En una reflexión sobre logros y fracasos del desarrollo en América Central en los últimos diez años, Grünberg (2002) señala constataciones contradictorias: mayor visibilidad y reconocimiento de actores políticos y culturales indígenas que contrasta con su pobreza extrema, aumento de los territorios indígenas junto con la persistencia de reivindicaciones y luchas por la tierra y los recursos naturales, creciente deterioro ambiental con consecuencias sanitarias sobre estas poblaciones de la mano de intereses marcadamente mercantiles sobre la naturaleza28, progresiva dependencia de las poblaciones indígenas de una política ambiental internacional que los transforma en adversarios o vigilantes de la biodiversidad sin reconocimiento equivalente de su ciudadanía, empoderamiento y aumento poblacional junto con precariedad extrema en su subsistencia y condiciones de vida que impiden el reconocimiento de sus derechos colectivos, y la autonomía en sus relaciones interculturales e interétnicas. Debe señalarse que estas circunstancias también abarcan —y en algunos casos en peores situaciones— a poblaciones tradicionales, antiguos grupos de esclavos, comunidades domésticas en tierras improductivas, y pobres sin tierra, quienes no gozan de la actual aquiescencia internacional hacia las poblaciones indígenas, hoy por hoy beneficiadas por el papel que internacionalmente se les ha asignado, de simbolizar el paradigma de la diversidad cultural y de la preservación de la biodiversidad en el desarrollo sostenible.

			Cabe dar la bienvenida a la consideración de la cultura en el desarrollo, en tanto esto permite franquear el economicismo previo e introducir nuevas perspectivas conceptuales y prácticas en la problemática. A la vez cabe ser cuidadosos al respecto, pues se detecta una suerte de moda culturalista que carga sobre la cultura el peso de lo que no se alcanza a resolver ni a discernir desde la economía y la política. Diversos usos de la cultura terminan haciendo con ella una utopía, un bálsamo, una mención políticamente correcta, un apéndice decorativo, un fetiche disponible para mágicas soluciones29, sin haber pasado por un análisis reflexivo del concepto y de sus usos. No cabe duda de que lo cultural está abarcando un espacio exorbitante con respecto a épocas anteriores, y que la cultura es un instrumento blandido en procura de intereses30, por parte de gobiernos, empresas, grupos sociales, organizaciones, individuos. Ante este instrumentalismo generalizado es conveniente asumir una posición ética que no se limite a valorizar los medios para alcanzar fines que permanecen indiscutidos, sino que ponga en debate no solo a los medios sino también a los fines en tanto deseables o reprensibles.

			La cultura involucra valores colectivos intrínsecos y no instrumentales que no permiten reducirla a ser un recurso como cualquier otro. Cabe preguntarse hasta dónde el saber es distinto de sus usos, y anotar que los usos de la cultura muestran saberes orientados pragmáticamente en torno a nuevos “cercamientos”31 de la inteligencia colectiva (Moulier Boutang, 2004, p. 107) y a nuevos colonialismos, antes que a la emancipación y la autonomía. De aquí la importancia de las investigaciones, la educación y la formación en estudios de la cultura, necesarios para discutir conceptos, para conocer las propias situaciones, definir prioridades e intervenciones, implementar políticas y efectivizar derechos que son cuentas pendientes de la remozada agenda de la cultura y el desarrollo.

			Notas finales

			La problemática cultural ha sido incluida con vigor en la cuestión del desarrollo solo en tiempos relativamente recientes. Un hito se encuentra en la labor de la Comisión Mundial de Cultura y Desarrollo, que publicó el informe “Nuestra diversidad creativa” (1996) en el marco del Tercer Decenio Mundial para el Desarrollo Cultural 1988-1997. Otro hito se halla en la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales para el Desarrollo (Estocolmo 1998) y que dio lugar a los Informes Mundiales de Cultura de Unesco (1999 y 2000). Pero las referencias a los aspectos subjetivos y a la dimensión cultural del desarrollo ya venían siendo ventiladas en la Conferencia Mundial sobre Políticas Culturales Mondiacult (México 1982) y en las Conferencias Intergubernamentales sobre Políticas Culturales de los años 70 en todos los continentes.

			A nuestro entender esta inclusión vigorosa se comprende a la luz de los nuevos contextos producidos por las transformaciones referidas en términos como “cultural capitalismo” (Yúdice, 2002) y “capitalismo cognitivo” (Rodríguez y Sánchez, 2004). El primero llama la atención sobre una nueva centralidad de la cultura cómo área de crecimiento de empresas e inversiones, y como recurso económico y político de acumulación y legitimación. El segundo puntualiza la significación del conocimiento, de los saberes y de la producción intelectual colectiva, y la lucha para convertirlos en bienes privados, en los procesos de valorización de la economía presente. En los años 70 la industrialización de la protección del medioambiente dio lugar a lo que Enzensberger (1987, pp. 32 y ss.) llamó “eco capitalismo”, donde fueron beneficiados, e incrementaron la concentración del capital, los sectores involucrados en esta nueva rama del desarrollo. En la configuración actual parece pertinente aludir a un “cultural capitalismo”, que instala a la producción cultural en el centro del desarrollo, y que motoriza la dinámica del sector con vistas a su subsunción en la lógica del valor de cambio y a una mayor acumulación.

			En la perspectiva de Corsani (2004, p. 95), el capital humano, conformado por los efectos multiplicadores de las inversiones educativas iniciales, ahora se ve enriquecido por la noción de wetware que designa al cerebro y conocimientos tácitos, e integra además los tiempos de formación, comunicación, construcción de redes semánticas y sociales, esenciales en la producción contemporánea de valor. Esta mercancía particular resuelve la tensión entre dos aspectos frecuentemente entendidos como opuestos de la cultura, la herencia y la innovación, que hoy se identifican en los saberes de poblaciones indígenas y tradicionales y en los saberes tecnocientíficos de punta, ambos puestos al servicio de la valorización del capital. Pero sobre todo esto llama la atención acerca de algunos nuevos y viejos problemas relativos a la cultura, cuando esta deja de ser señalada como un plus suntuario de la vida de las élites, y como un freno puesto al progreso por las prácticas y los valores tradicionales, para ser presentada como motor del desarrollo y como clave del bienestar humano en general.

			La bienvenida a esta promoción de la cultura y de su nuevo lugar en la sociedad no puede darse sin prevenciones, no solo por lo llamativamente gigantesco del salto producido entre una y otra conceptualización. También por los antecedentes configurados en el tratamiento previo dado al medioambiente, frecuentemente señalado como el paradigma a seguir en lo que hace a lo cultural32. La naturaleza pasó de ser tenida como una fuente de recursos infinitos, que podían extraerse descontroladamente y que no se incluían en las contabilidades, a ser vista como un bien escaso a medir y ponderar en los costos y beneficios económicos, dando lugar a prospecciones, compilaciones de muestras sistemáticas en bancos privados, preservación de “áreas protegidas” y “santuarios naturales”. Menos frecuentemente se ha planteado que de la mano de estos procesos y de los canjes de deuda externa por naturaleza, numerosas poblaciones fueron expulsadas de sus territorios ancestrales y tradicionales, convertidos en museos y bancos que atesoran para el occidente rico la “biodiversidad en peligro”.

			La recurrente expulsión de los habitantes de centros históricos ennoblecidos y “puestos en valor”, la musealización de ciudades y regiones, la folklorización desconflictuada de la diversidad cultural cargada de desigualdades, las transmutaciones y sobreexplotaciones turísticas, llaman la atención sobre las dudas que despierta el auge actual de la cultura y su pregonada centralidad en los procesos de desarrollo. Si por una parte esta puede ser una puerta al reconocimiento de “nuestra diversidad creativa”, al bienestar y al ejercicio de los derechos culturales, por otra parte puede oscurecer otros usos del “recurso de la cultura” (Yúdice, 2002) menos deseables.

			De aquí la necesidad de un análisis desde la perspectiva de la cultura, la economía y la política, que considere los distintos tipos de valor involucrados, incluyendo los intrínsecos y no instrumentales. En el marco del actual “giro desde la economía política de la redistribución hacia políticas culturales de reconocimiento” pensamos que la “’culturización de la economía frecuentemente incluye una instrumentalización de la cultura para fines económicos” (Sawyer en Achugar, 1999, p. 312, traducción propia). Pero esta no solo contribuye a una nueva forma de reproducción ampliada y más concentrada del capital, sino que oscurece las necesidades y posibilidades de redistribución económica y política en sociedades que son cada vez más excluyentes en el mismo momento en que disponen de recursos sobrados para no serlo, lo cual plantea un problema de efectivización de derechos y de modelos de desarrollo respetuosos de los mismos.

			

			
				
					13	 Bayardo, R. (2007). Cultura y desarrollo: ¿nuevos rumbos y más de lo mismo? En G. Marchiori Nussbaumer (Org.), Teorias y políticas da cultura. Visões Multidiciplinares (pp. 64-94). Editora da Universidade Federal da Bahia, Coleção CULT, Salvador, Brasil. ISBN 978-85-232-0452-5.

				

				
					14	 Nos referimos a la Conferencia Intergubernamental sobre Aspectos Institucionales, Administrativos y Financieros de la Políticas Culturales (Venecia 1970), la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales en Europa (Helsinki 1972), la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales en Asia (Yogyakarta 1973), la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales en África (Accra 1975) y la Conferencia Intergubernamental sobre Políticas Culturales en América Latina y el Caribe (Bogotá 1978).

				

				
					15	 Aun cuando no nos ocuparemos de ello, cabe señalar la vaguedad y la falta de precisiones aglutinadas tras esta “perspectiva antropológica”, y los problemas irresueltos en la adopción de la misma sin mayores aclaraciones (Wright, 1998).

				

				
					16	 García Canclini (1987) entiende a las políticas culturales como “conjunto de intervenciones realizadas por el Estado, las instituciones civiles y los grupos comunitarios organizados a fin de orientar el desarrollo simbólico, satisfacer las necesidades culturales de la población y obtener consenso para un tipo de orden o de transformación social”. 

				

				
					17	 Viola (2000, p. 18) consigna datos del Banco Mundial según los cuales 23 países retrocedieron en su PBI per cápita entre 1965 y 1990, mientras que 43 bajaron su PBI durante la crisis de la deuda en los 80. El mismo autor cita a Walton (1989, p. 301), según el cual la deuda externa ascendió de 64 mil millones a 810 mil millones de dólares entre 1970 y 1983, y hace referencia a las hambrunas en Etiopía y Bangladesh. 

				

				
					18	 En términos generales puede decirse que mientras en la primera noción el desarrollo de la cultura es un fin en sí mismo, en la segunda la cultura es un medio para alcanzar el desarrollo social. Por un tratamiento más exhaustivo, ver Culturelink, 2000.

				

				
					19	 Entre otros datos se refieren: tirada diaria de periódicos por 1000 habitantes, número de ejemplares de libros publicados por 100 habitantes, títulos de libros publicados por 100.000 habitantes, número de obras que poseen las bibliotecas públicas por 100 habitantes, aparatos de radio por 1000 habitantes, televisores por 1000 habitantes, emisiones de radios culturales y emisiones de televisión culturales en porcentaje del total de programas, asistencia anual al cine por persona, número de largometrajes producidos, número de largometrajes importados, valor al por menor de las ventas de música grabada, distribución por tipo de música, porcentaje de grabaciones piratas, asistencia anual al teatro por 1000 habitantes, giras de compañías teatrales por el extranjero, número de locales teatrales por 1.000.000 de habitantes, número de representaciones teatrales, asistencia anual por 1000 habitantes, metros de archivos por 1000 habitantes, visitas anuales de usuarios a los archivos por 10.000 habitantes y por empleado, visitas diarias a museos por empleado y por año, fiestas oficiales nacionales, bienes inscriptos en la lista del patrimonio mundial, lugares del patrimonio en peligro, comercio de bienes culturales total, por habitante y por porcentaje del PBI, ratificación de convenios culturales.
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